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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 15
        Abril 17 y 18 de 2013

 


El Convenio que acuerda las reglas de solución de los conflictos de normas tributarias que pueda presentarse entre Colombia y México, resulta ajustado a los postulados y preceptos constitucionales

	    II.  EXPEDIENTE LAT-393    -   SENTENCIA  C-221/13   (Abril 17)

          M.P. Jorge Iván Palacio Palacio 



1.
Norma revisada

LEY 1568 DE 2012 (agosto 2), por medio de la cual se aprueba el “Convenio entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación con los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio”  y su “Protocolo”, hechos en Bogotá D.C., a los trece (13) días del mes de agosto de dos mil nueve (2009). 

2.
Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE el “Convenio entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación con los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio”  y su “Protocolo”, hechos en Bogotá D.C., a los trece (13) días del mes de agosto de dos mil nueve (2009). 

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE la Ley 1568 del 2 de agosto de 2012, por medio de la cual se aprueba el “Convenio entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación con los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio”  y el “Protocolo del Convenio entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación con los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio”, hechos en Bogotá D.C., a los trece (13) días del mes de agosto de dos mil nueve (2009).

3.
Síntesis de los fundamentos

Examinado el trámite surtido en el Congreso de la República por el proyecto que culminó con la expedición de la Ley 1568 de 2012, la Corte encontró que se cumplió a cabalidad con las exigencias previstas en la Constitución y en el Reglamento del Congreso, para la aprobación de este tipo de normas. En consecuencia, desde el punto de vista formal, se declaró la exequibilidad de la Ley 1568 de 2012.

De manera particular, la Corte reiteró que los tratados de integración ni el derecho comunitario encajan en los supuestos estipulados en el artículo 93 de la Constitución, dado que la finalidad de los mismos no es el reconocimiento de derechos, sino la regulación de aspectos económicos, fiscales, aduaneros, monetarios, técnicos, etc., lo que hace carente de sustento la prevalencia del derecho comunitario. Por tal motivo, no es de recibo la observación del Director del Departamento de Derecho Fiscal de la Universidad Externado de Colombia, que advierte el incumplimiento de ciertos requisitos establecidos en la Decisión No. 40 de la Comunidad Andina de Naciones, la cual no hace parte del bloque de constitucionalidad y, por lo tanto, se excluye como un parámetro de control para ejercer el control de competencia.

De igual manera, el Tribunal reafirmó que los Acuerdos de Doble Tributación no reconocen beneficios tributarios a favor de determinados contribuyentes y como consecuencia de ello, no debía cumplirse con el requisito del artículo 7º de la Ley 819 de 2003, relativo al impacto fiscal, según el Marco Fiscal de Mediano Plazo, al momento de ser aprobados por el Congreso de la República.   

Analizados los contenidos del articulado del Convenio y su Protocolo, la Corporación determinó su compatibilidad con la Carta Política. En efecto, acordar mecanismos de solución de los conflictos que pueden presentarse entre normas tributarias de los dos países, contribuye a la eficiencia y seguridad jurídica, al aumento de la competitividad de un Estado, a reducir los niveles de tributación y con ello, a estimular la inversión, además de servir al control de la evasión fiscal, acorde con el principio de reciprocidad en las relaciones internacionales, consagrado en los artículos 9º y 226 de la Constitución.
